TEORÍA DE LOS MOVILES Y FINALIDADES – Objeto 
Desde la perspectiva de la teoría de los Móviles y las Finalidades es posible admitir que el medio de control, no depende de la naturaleza del acto que se pretende demandar sino del objeto inmediato que se busca proteger contra los efectos de ese acto administrativo. En este sentido, si el acto pretende restablecer el orden jurídico, el medio de control procedente es el de nulidad; ahora bien, si lo que se busca es restablecer un derecho particular lesionado con la vigencia de un acto general o particular, el medio de control pertinente sería el de nulidad y restablecimiento del derecho, inclusive, en el caso concreto el de controversias contractuales, como el mismo actor en su demanda lo manifestó. (...) Aunado a lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dentro de su normatividad adopta esta teoría y le brinda un carácter legal, toda vez que los artículos 137 y 138 ibídem establecen la posibilidad de que excepcionalmente se pueda ejercer el medio de control de nulidad simple frente a un acto administrativo de carácter particular, del mismo modo en que un acto administrativo de carácter general podrá ser objeto de control de nulidad y restablecimiento del derecho. Teniendo en cuenta lo mencionado, toma relevancia entender que la teoría permite que el Juez determine de manera clara cuál es el fin último que pretende el actor con la presentación de una demanda, pues no podría el operador judicial relegar el derecho de acción de los asociados por aplicar una norma de carácter procesal. (…) Consecuentemente, es claro que la finalidad del medio de control radica en la ilegalidad de la Resolución que puso fin a un contrato y a la solicitud de que se declare el incumplimiento del mismo por parte de la entidad demandada, con lo cual el Despacho considera que el medio de control ejercido por los demandantes es el de nulidad y restablecimiento del derecho y controversias contractuales. De esta manera en aplicación de lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 152 del C.P.A.C.A., y en virtud de la cuantía que se desprende del petitum de los demandantes, cuyo valor es superior a 500 Salarios Mínimos Legales Vigentes, se debe remitir el expediente al Tribunal Administrativo del Huila toda vez que esta Corporación carece de competencia para conocer del medio de control.
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Referencia: MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Procede el Despacho a resolver la admisión de la demanda presentada por el actor el 24 de marzo de 2015, presentada frente al Tribunal Administrativo del Huila. 

ANTECEDENTES

1.- En demanda de 24 de marzo de 2015, el apoderado de CONSTRUCCIONES CF S.A.S. e INGEASER LTDA., en ejercicio del medio de control de “nulidad, nulidad y restablecimiento del derecho y controversias contractuales”, solicitó que se declararan las siguientes pretensiones:

“PRIMERA.- Se declare la nulidad del artículo 15, 16 e inciso 3 del artículo 44 del Acuerdo 021 del 1° de junio de 2005, por medio del cual se expide el Estatuto de Contratación de la UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA.

SEGUNDA.- Se declare la nulidad del inciso 2° del artículo 44 del Acuerdo 044 del 28 de octubre de 2005 Por medio del cual se modifica parcialmente el Acuerdo 021 de fecha 1° de junio de 2005, mediante el cual se expidió el Estatuto de Contratación de la Universidad Surcolombiana. 
TERCERA.- Se declare la nulidad del inciso 3° del artículo 38 y 40 del Acuerdo No. 029 del 15 de julio de 2011 Por el cual se expide el Estatuto de Contratación de la Universidad Surcolombiana.

CUARTA.- Se declare la nulidad del artículo 16 de la Resolución No.. 194 del 3 de octubre de 2011 por medio del cual se reglamenta el Acuerdo 029 de 2011 “Estatuto de Contratación de la Universidad Surcolombiana”

 QUINTA.- Se declare la nulidad de los numerales 7° y 64 del Pliego de Condiciones de la Licitación Pública No. 012 de 2010, expedido por la UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA.

SEXTA.- Se declare la nulidad de la CLÁUSULA DÉCIMO PRIMERA y DÉCIMO QUINTA del Contrato de Obra No. 021 de 2010, suscrito entre la UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA y el denominado CONSORCIO CR.

SEPTIMA.- Se declare la nulidad de la Resolución No. 219 de fecha 27 de diciembre de 2012, por medio de la cual, la UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA liquidó unilateralmente el Contrato de Obra No. 021 de 2012.

OCTAVA.- Se declare la nulidad de la Resolución No. 016 de fecha 31 de enero de 2013 por medio de la cual, la UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA confirmó la Resolución No. 219 de 27 de diciembre de 2010.

NOVENA.- Se declare que la UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA incumplió el Contrato de Obra No. 021 celebrado el 18 de mayo de 2010, en relación con los conceptos y aspectos respecto de los cuales reguló el acto de liquidación unilateral del contrato.

DÉCIMA.- Se condene a la UNIVERSIDAD SURCOLOMBIANA al pago de la indemnización de los daños y perjuicios de todo orden sufridos por efectos del incumplimiento el contrato y de la expedición ilegal de las resoluciones por medio de las cuales fue liquidado unilateralmente el contrato.

En tal sentido, en caso de que durante el trámite del juicio los demandantes hayan sido forzados a pagar las sumas de dinero dispuestas en su contra en los actos de liquidación del contrato, solicito se condene al reembolso de cualquier valor que se considere como pago de lo no debido a la luz del contenido y alcance de la sentencia que decida las pretensiones de la demanda. 

DÉCIMO PRIMERA.- Se liquide judicialmente el contrato y dentro del acto de liquidación, solicito se incorporen todos los pagos, compensaciones, indemnizaciones o reembolsos, en los términos en que se indica en el acápite de la cuantía de las pretensiones.”

2- En auto de 19 de mayo de 2015, el Tribunal Administrativo del Huila se declaró incompetente para conocer del medio de control, y en consecuencia remitió la actuación a esta Corporación. 

CONSIDERACIONES
1.- La declaratoria de incompetencia
Corresponde al Despacho analizar las causas por las cuales el juez de primera instancia decidió declarar su incompetencia, en aras de asegurar el debido acceso a la justicia por parte de los actores así como de verificar si sobre el medio de control se puede predicar la vocación de doble instancia.

Así las cosas, se evidencia que mediante auto del 19  de mayo de 2015, la Sala Cuarta de Oralidad del Tribunal Administrativo del Huila remitió el proceso a esta Corporación, advirtiendo que para el caso concreto existen suplicas en la demanda las cuales deben ser surtidas mediante el proceso de nulidad simple; dando aplicación al numeral primero del artículo 165 del C.P.A.C.A., por cuanto el mismo dispone: “Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando se acumulen pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, será competente para conocer de ellas el juez de la nulidad”.
2.- La Teoría de los Móviles y las Finalidades.

No obstante lo anterior, si bien existe una norma procesal que establece la competencia de manera objetiva para determinados casos específicos, esto no significa que pueda llegar a existir una indebida formulación de las pretensiones incoadas por parte de los demandantes, o que los mismos al puntualizar sus súplicas, puedan modificar la constitución de la demanda hasta el punto de reformar la naturaleza del medio de control por el cual se deba adelantar. 

Así pues, previo a valorar los aspectos formales que debe reunir el libelo introductorio del proceso a efectos de que sea admitido para su trámite ante la jurisdicción contencioso administrativa, debe el Despacho valorar la idoneidad prima facie del medio de control ejercido por el actor, conforme a los parámetros que han sido decantados por la jurisprudencia de la Corporación, específicamente, a la hora de demarcar los supuestos de procedencia entre los medios de control de nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho, lo cuales, vale decir desde ya, se identifican por el hecho de concretar el ejercicio de la acción contenciosa contra actos administrativos al amparo de, en ambos casos, cargos de ilegalidad. 

Sobre el particular, este Despacho considera que el medio de control procedente frente a determinado acto administrativo no podrá determinarse simplemente con verificar si el mismo es general o particular; en ese orden de ideas, desde la perspectiva de la teoría de los Móviles y las Finalidades es posible admitir que el medio de control, no depende de la naturaleza del acto que se pretende demandar sino del objeto inmediato que se busca proteger contra los efectos de ese acto administrativo. En este sentido, si el acto pretende restablecer el orden jurídico, el medio de control procedente es el de nulidad; ahora bien, si lo que se busca es restablecer un derecho particular lesionado con la vigencia de un acto general o particular, el medio de control pertinente sería el de nulidad y restablecimiento del derecho
, inclusive, en el caso concreto el de controversias contractuales, como el mismo actor en su demanda lo manifestó.
Aunado a lo anterior, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dentro de su normatividad adopta esta teoría y le brinda un carácter legal, toda vez que los artículos 137 y 138 ibídem establecen la posibilidad de que excepcionalmente se pueda ejercer el medio de control de nulidad simple frente a un acto administrativo de carácter particular, del mismo modo en que un acto administrativo de carácter general podrá ser objeto de control de nulidad y restablecimiento del derecho. Teniendo en cuenta lo mencionado, toma relevancia entender que la teoría permite que el Juez determine de manera clara cuál es el fin último que pretende el actor con la presentación de una demanda, pues no podría el operador judicial relegar el derecho de acción de los asociados por aplicar una norma de carácter procesal.

3.- El caso concreto.

En lo relativo al sub lite, se tiene que, si bien existe una solicitud de nulidad simple sobre ciertas disposiciones de carácter precontractual en el libelo demandatorio, las mismas sucumben a una circunstancia ex post, toda vez que el actor luego de exhibir una serie de pretensiones de carácter particular demuestra, y a consideración de este Despacho que la única finalidad de los mismos es que se declare que la entidad demandada incumplió el contrato de obra N° 021 celebrado el 18 de mayo de 2010, y así mismo que se les reconozca una indemnización por dicho incumplimiento; dando aplicabilidad al inciso segundo del artículo 141 del C.P.A.C.A. 
  

Consecuentemente, es claro que la finalidad del medio de control radica en la ilegalidad de la Resolución que puso fin a un contrato y a la solicitud de que se declare el incumplimiento del mismo por parte de la entidad demandada, con lo cual el Despacho considera que el medio de control ejercido por los demandantes es el de nulidad y restablecimiento del derecho y controversias contractuales. De esta manera en aplicación de lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 152 del C.P.A.C.A., y en virtud de la cuantía que se desprende del petitum de los demandantes, cuyo valor es superior a 500 Salarios Mínimos Legales Vigentes, se debe remitir el expediente al Tribunal Administrativo del Huila toda vez que esta Corporación carece de competencia para conocer del medio de control, como ha quedado expuesto.

En mérito de lo expuesto
RESUELVE

REMITIR por competencia al Tribunal Administrativo del Huila, para que se trámite en primera instancia el presente proceso, por carecer de competencia ésta Corporación para conocer del mismo.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera. M.P: Jaime Orlando Santofimio         Gamboa. Auto del 9 de diciembre de 2013 Rad: 11001-03-26-000-2013-00133-00 (48591).    


� Ibídem. 


� (…)Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso.(…)





